









MONTERO Y CASADO DE AMEZÚA, Fran-
cisco Javier: Jurisprudencia sobre
régimen disciplinario de la Adminis-
tración Pública. Alcalá de Henares,
Instituto Nacional de Administra-
ción Pública, 1987. 213 págs.
No puede decirse que, en general,
el llamado régimen disciplinario de
los funcionarios públicos haya mere-
cido una atención adecuada por parte
de la doctrina. Más bien parece que
estamos ante una zona del Derecho
Administrativo, y más concretamente
del Derecho o Régimen Jurídico de
la Función Pública, que ha permane-
cido en la penumbra y no ha recibido
el tratamiento doctrinal dado a otras
materias quizás menos significativas
o trascendentes.
Este panorama está empezando, por
fortuna, a cambiar, debido a una se-
rie de causas concurrentes. La Cons-
titución consagra, en su artículo 25.3,
la potestad sancionadora de la Admi-
nistración. La incidencia de los de-
rechos y libertades fundamentales
sobre ciertos aspectos del régimen
disciplinario (piénsese, por ejemplo,
en la llamada presunción de inocen-
cia en relación con la ejecutividad
de la sanción de suspensión de fun-
ciones) también ha determinado una
creciente atención hacia las sanciones
disciplinarias. La nueva normativa,
contenida en el Decreto 33/1986, de
10 de enero, sobre el Régimen Disci-
plinario de los Funcionarios de la
Administración del Estado, ha con-
tribuido a actualizar esta problemá-
tica mediante unos preceptos más en
consonancia con el texto constitucio-
nal y con las nuevas corrientes en
la materia. Y, por último, el interés
de los poderes públicos hacia el lo-
gro de una Función Pública más efi-
caz y responsable, lo que determina
necesariamente, entre otros aspectos,
que se pretenda un más rígido cum-
plimiento de las disposiciones disci-
plinarias, a fin de que no sean nor-
mas sin virtualidad práctica y sin apli-
cación. En este sentido, en la Intro-
ducción del Manual de Procedimiento
sobre régimen disciplinario de los
funcionarios de la Administración del
Estado, editado por la Secretaría de
Estado para la Administración Pú-
blica, se lee lo siguiente: «En un
Estado democrático el régimen dis-
ciplinario de los funcionarios no es
sólo un instrumento destinado a co-
rregir aquellos comportamientos im-
procedentes que pudieran producirse,
sino que constituye un mecanismo
dirigido a garantizar que la Admi-
nistración está verdaderamente al ser-
vicio de los ciudadanos y que desa-
rrolla su función con eficacia».
Javier Montero y Casado de Amezúa
es un funcionario experto en temas
de régimen disciplinario a los que ha
dedicado diversos trabajos que ahora
cristalizan en la presente publicación.
En la nota que abre ésta, el autor
señala que la promulgación del texto
constitucional de 1978, junto con la
implantación del recurso de amparo,
«han deparado la oportunidad de
estudiar bajo una nueva perspectiva
los preceptos que reglamentan el
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ejercicio de la potestad sancionadora
de la Administración Pública». Y, a
continuación, añade que, dentro del
marco referencial de la Constitución,
se hace necesario proceder a «hacer
una segunda lectura de preceptos ya
vigentes, reconstituyéndolos a la luz
de los nuevos principios constitucio-
nales».
Con estos condicionamientos doctri-
nales, Montero y Casado de Amezúa
ha preparado un libro que, como él
mismo afirma, «desea ofrecer un fácil
acceso a los criterios que la juris-
prudencia del Tribunal Supremo y
del Tribunal Constitucional ha sen-
tado en el estudio de las disposiciones
que rigen el uso por parte de las
Administraciones Públicas de su po-
testad disciplinaria», si bien subraya
que la jurisprudencia anterior a la
Constitución ya venía realizando una
«muy estimable labor», abriendo paso
hacia planteamientos que, después,
han sido definitivamente aceptados.
Con carácter previo a la recopila-
ción ordenada de las sentencias, el
autor dedica unas páginas para ex-
poner lo que denomina «las principa-
les aportaciones de la jurispruden-
cia» y que, en su opinión, se pueden
agrupar en cuatro grandes apartados:
el primero, sobre los principios ge-
nerales de la potestad sancionadora
de la Administración, se refiere a las
directrices que dicha potestad utiliza
para el mejor ejercicio de la misma;
el segundo se concreta en la disci-
plina jurídica de la actividad sancio-
nadora, en orden a fijar el marco
jurídico en que ésta debe desenvol-
verse tanto en lo que afecta a la
calificación de las faltas como a la
determinación y efectos de las sancio-
nes; el tercero analiza la posición
jurídica del sancionado, en cuanto
puede influir en el comportamiento
y actuación por parte de la Admi-
nistración, y el cuarto trata de la
interpretación de las normas proce-
sales, aludiendo a determinadas dis-
posiciones de índole procedimental
que, dada su trascendencia, han sido
valoradas por la jurisprudencia.
Obviamente, el núcleo del libro es-
tá formado por las sentencias que,
correlativamente ordenadas y siste-
matizadas desde el número 1 al 102,
están agrupadas por materias en la
forma que sigue: I. Principios ge-
nerales sobre la potestad sanciona-
dora y disciplinaria (núms. 1 al 30);
II. Calificación de las faltas (núms. 31
al 52); III. Determinación y efectos
de las sanciones (núms. 53 al 66);
IV. La prescripción (núms. 67 al 69);
V. La huelga (núms. 70 al 72); VI.
Procedimiento (núms. 73 al 95); VIL
Sentencias de interés por razón del
sujeto (núms. 96 al 98), y VIII. Ad-
ministración de Justicia y Militar
(núms. 99 al 102). A su vez, cada uno
de estos ocho epígrafes se subdivide
en subepígrafes para una más com-
pleta y pormenorizada distribución
de las materias que cada uno com-
prende.
En la identificación de cada una
de las sentencias, además del número
marginal correlativo que le corres-
ponde, al principio de la misma apa-
rece la referencia al órgano jurisdic-
cional que la ha dictado juntamente
con la fecha; y, a continuación, de
manera sintética se indica el acuerdo
o resolución recurrida, así como el
aspecto del régimen disciplinario que
es objeto del fallo.
El libro se completa con algunos
formularios propuestos por el autor
y con el texto del Real Decreto 33/
1986, de 10 de enero, por el que se
aprueba el Reglamento de Régimen
Disciplinario de los Funcionarios de
la Administración del Estado. Y, co-
mo no podía faltar en esta clase de
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publicaciones, se acompañan al prin-
cipio el índice sistemático con los
ocho epígrafes antes enumerados, y
una relación sistemática de las sen-
tencias reproducidas con mención del
número marginal atribuido a cada
una para su más fácil localización, si
bien, en determinados casos, una
sentencia puede aparecer incluida en
más de un epígrafe o subepígrafe
debido a que aborda más de una
cuestión o problema. Y, en las pági-
nas finales, se incorporan una rela-
ción de las sentencias reproducidas
por orden cronológico, también con
indicación de su respectivo número
marginal, agrupadas según sean del
Tribunal Supremo o del Tribunal
Constitucional, y el índice general
del libro.
Con esta estructura, cuyas líneas
básicas hemos descrito para el lector,
Montero y Casado de Amezúa ha lle-
vado a cabo un trabajo de interés y
actualidad, dirigido principalmente a
«los profesionales del Derecho» y a
«los funcionarios en general». Me-
diante su lectura, por encima de la
mera rutina en el conocimiento y
aplicación en su caso del Derecho
Disciplinario, nos es dado saber en
qué dirección marcha la jurispruden-
cia y dónde laten los principales
problemas de esta rama del Derecho
que, como explicábamos al principio,
en los años venideros deberá reco-
brar un prestigio y adquirir una
trascendencia que ahora, todavía, no
tiene.
Vicente M.' GONZÁLEZ-HABA GUISADO
MONTORO CHINER, María Jesús: La Fun-
ción Pública en el federalismo ale-
mán. Alcalá de Henares, Instituto
Nacional de Administración Públi-
ca, 1987. 207 págs.
La cristalización en España, por
mandato de la Constitución, del nue-
vo Estado de las Autonomías ha de-
terminado que adquieran especial in-
terés entre nosotros aquellas formas
de Estado que, como el alemán fede-
ral o italiano, presentan similitudes
organizativas con el español; y, por
lo tanto, merecen un interés peculiar
entre los estudiosos de nuestro país
que se acercan hacia ellos para ana-
lizar determinados aspectos de sus
respectivas Administraciones Públi-
cas.
Dentro del marco genérico de la
Administración Pública, ocupa un lu-
gar de privilegio el tema del funcio-
nariado. En España, la implantación
del Estado Autonómico ha supuesto
un brusco cambio en nuestra Función
Pública, debido al hecho de la ger-
minación de diversas Funciones Pú-
blicas en cada una de las Comunida-
des Autónomas; sin olvidar tampoco
la proyección de la autonomía local
en lo que ha supuesto de novedad en
la configuración de las burocracias
locales. Desde estas perspectivas, es
importante conocer las experiencias
de otros países que, como la Repú-
blica Federal Alemana, sobre los ci-
mientos de un Estado federal han ido
creando a lo largo de los años una
Función Pública adaptada a dicha
forma de Estado y que, por diversos
motivos, puede servir de modelo en
algunos puntos a la Función Pública
española.
En esta posible comparación entre
nuestra burocracia y la alemana ra-
dica la actualidad del libro que co-
mentamos, del que es autora María
Jesús Montoro Chiner, profesora ti-
tular de Derecho Administrativo en
la Facultad de Derecho de la Univer-
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sidad Central de Barcelona. Como
resultado de una investigación llevada
a cabo sobre «la Función Pública en
el federalismo alemán», en la Escuela
Superior de Ciencias de la Adminis-
tración de Speyer, bajo la dirección
del profesor Dr. Detlef Merten, Mon-
toro Chiner nos ofrece la presente
publicación en la que pasa revista a
las diversas manifestaciones de la
Función Pública alemana con la in-
tención de que el lector la conozca
y, de alguna manera, la confronte y
compare con la española, precisamen-
te en unos momentos en que ésta
trata de conseguir unos perfiles de-
finitivos y estables que la acompasen
con las exigencias y postulados del
Estado de las Autonomías.
Como afirma el profesor Detlef
Merten en unas breves palabras de
presentación, «el Derecho de la Fun-
ción Pública alemana es piedra an-
gular del Estado alemán de Derecho»,
para darnos a entender que, dentro
de la estructuración de cualquier Es-
tado, la normativa que afecta a los
servidores y empleados públicos es
una pieza esencial para su funciona-
miento eficaz y estable. Y, más ade-
lante, añade que, «sin duda, la tras-
cendencia de la aplicación extranacio-
nal de los ordenamientos e institu-
ciones jurídicas nacionales es menor
que la de su conocimiento», recor-
dando, como han hecho otros muchos
juristas, que no es fácil trasplantar
instituciones de unos países a otros,
ya que, en cada uno de ellos, las
coordenadas políticas, sociales, eco-
nómicas, jurídicas, son diferentes y
ello dificulta sobremanera el arraigo
de experiencias ajenas. Sin embargo,
como matiza atinadamente el profe-
sor alemán, el conocimiento de di-
chas experiencias y el análisis de
instituciones foráneas resulta siem-
pre necesario porque contribuye al
enriquecimiento recíproco y al inter-
cambio favorable de ideas, valores y
concepciones. Así lo afirma el pro-
fesor mencionado cuando escribe que
«a través de las comparaciones en
Derecho se reconocen principios y
generalidades de los ordenamientos
nacionales, y surgen ideas estimulan-
tes y modelos de reforma para la
política jurídica».
La situación actual de la Función
Pública alemana es, de alguna ma-
nera, la de otros países democráticos
occidentales. Es decir, se debate en-
tre unas concepciones tradicionales,
avaladas por el paso del tiempo, y las
exigencias del Estado actual de De-
recho que reclama de las Administra-
ciones Públicas un comportamiento
más comprometido e inmediato en
el logro de los ideales y metas que
aquél busca. Por eso, la autora, en
su introducción, señala que «puede
anticiparse, no sin correr cierto ries-
go al adelantar conclusiones en estos
momentos, que la Función Pública en
la República Federal de Alemania se
debate entre su tradición histórica de
siglos, profundamente enraizada en la
formación del Estado de Derecho so-
cial y entre el principio de eficiencia
que corresponde observar a la Admi-
nistración actual, para la que algunos
criterios, sistema, régimen y aspectos
de la estructura funcionarial actual
son verdaderamente inservibles». Pa-
labras que son aplicables a la reali-
dad española en la que el funciona-
riado está también sometido a la
tensión renovadora de los cambios
legislativos que tratan de adecuar su
actuación a los mandatos constitu-
cionales y de superar viejas concep-
ciones que no armonizan con nuestro
Estado democrático y pluralista.
Varios preceptos de la Ley Funda-
mental de Bonn, de 23 de mayo de
1949, constituyen el armazón elemen-
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tal de la Función Pública y sobre ellos
se ha apoyado posteriormente la le-
gislación ordinaria que se ha ido dic-
tando. Según el artículo 33.4, «el
ejercicio de funciones de soberanía
será confiado con carácter general
a funcionarios sometidos a relación
de servicio y lealtad constituida con-
forme al Derecho Público», mientras
que el artículo 33.5 establece que «el
estatuto legal del servicio público se
determinará teniendo en cuenta los
principios tradicionales de la Función
Pública». Ambos preceptos son estu-
diados en profundidad por la autora
que analiza el significado de la ex-
presión «el ejercicio de funciones de
soberanía» y el contenido de la ga-
rantía institucional de la Función
Pública, puesto que tanto la Grund-
geseíz como la tradición alemana ex-
traen del artículo 33.5 la idea clave
de la institución del funcionariado
que, como dice una sentencia del
Tribunal Constitucional Federal, «ase-
gura una Administración estable y
exterioriza un factor de equilibrio
frente a las fuerzas políticas que con-
forman la vida estatal, con funda-
mento en la experiencia, especializa-
ción y cumplimiento leal de las obli-
gaciones respectivas».
Esbozada en el Capítulo I, tal como
se acaba de resumir, la naturaleza
jurídico-pública de la relación funcio-
narial, con todas las implicaciones
que ello conlleva, la autora en el Ca-
pítulo II describe cuál es el verdadero
significado de la Función Pública en
el seno de un Estado democrático.
La cuestión es de tal importancia
que, según Montoro Chiner, «el plan-
teamiento concreto de los derechos
individuales del funcionario y el es-
tatuto que les es aplicable dentro del
ordenamiento en vigor ocupa un lu-
gar menos importante, en la Repú-
blica Federal Alemana, que el papel
genérico que la Función Pública pue-
da desempeñar dentro del régimen
de un Estado democrático». Junto al
inexcusable principio de la eficacia,
que debemos entender necesariamen-
te implícito en toda Función Pública
que merezca tal nombre, la doctrina
alemana se fija básicamente en otros
dos principios capitales. Uno de
ellos es de neutralidad, porque, co-
mo reza el artículo 35 de la Ley
marco de la Función Pública de
3 de enero de 1977, «el funcionario
sirve al pueblo, no a un partido», por
lo que su deber es servir a los intere-
ses de la colectividad y actuar con
independencia frente a las presiones
partidistas o ideológicas. Y el otro
principio es el de lealtad al orden
constitucional, del que «arrancan los
restantes que informan la Función
Pública, puesto que ven en él su apo-
yo y justificación», habiendo señalado
el Tribunal Constitucional que este
deber de fidelidad y lealtad a la
Constitución se convierte en condi-
ción para el empleo público. Sobre
este extremo, es conocida la Sentencia
del Tribunal Constitucional de 22 de
mayo de 1975 que levantó fuertes
polémicas, pero sirvió al menos para
subrayar el alcance y naturaleza del
citado principio de lealtad.
Un tema interesante para la expe-
riencia española autonómica es el
que la autora aborda en el Capítu-
lo III en torno a las competencias
legislativas en materia de Función
Pública. «Debido a la estructura fe-
deral de la Alemania Occidental —es-
cribe—, la competencia legislativa en
las materias sobre Función Pública
pertenece a los Estados miembros y
a la Federación», según el artículo 70
de la Ley Fundamental. Tanto el
Bund como los Land'ér tienen, pues,
sus respectivas competencias atribui-
das por mandato constitucional; y
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en cuanto a los Municipios, «conviene
señalar que sus funcionarios y las
relaciones jurídicas que a éstos afec-
tan se regulan a través de Leyes del
legislador federal, pues éstos no os-
tentan competencias para dictar pre-
ceptos en materia de funcionarios»,
y «solamente les resta competencia,
en el marco del Derecho Constitu-
cional comunal, para dictar o regular
a través de estatutos o disposiciones
sus decisiones en materia de perso-
nal, siempre y cuando las Leyes de
funcionarios del Lana le dejen ámbito
para ello».
El marco competencial descrito su-
fre, sin embargo, actualmente el in-
flujo de «discutidas y discutibles
tendencias centralizadoras» en favor
del Bund. La opinión pública y la
doctrina especializada son conscientes
de esta orientación que trata de fa-
vorecer el papel del legislador fede-
ral, a costa de las otras instancias,
habiéndose planteado serias dudas
sobre si estas directrices vulneran o
no el reparto competencial fijado a
nivel constitucional.
De un interés más concreto, aun-
que menos significativo, es el conte-
nido del Capítulo IV sobre la relación
jurídica de empleo público. En dicha
relación aparecen como sujetos, de
un lado, la Administración y, de otro,
el funcionario, entendiendo por tal
«aquel que presta servicios en una
Administración (con capacidad para
ser titular de relaciones de función
pública) ante la cual se sitúa en una
relación jurídico-pública de servicio
y lealtad». Los funcionarios se clasi-
fican de varios modos, según el crite-
rio que se utilice para ello: Admi-
nistración a la que pertenecen, forma
de vinculación administrativa, dura-
ción o grado de estabilidad, grupo
profesional de pertenencia, etc. Y, en
cuanto al régimen jurídico propia-
mente dicho, la autora estudia suce-
sivamente el ingreso en la Función
Pública, obligaciones y derechos que
se derivan de la relación establecida,
incompatibilidades y problemática de-
rivada de la relación jurídica de em-
pleo a tiempo parcial, como secuela
lógica de una situación social en la
que predominan el paro y el desem-
pleo.
Conectada con las materias expues-
tas en el párrafo anterior, surge una
interrogante muy peculiar de la Fun-
cinó Pública alemana y que se re-
laciona con los dos grandes bloques
en que aquélla está escindida: por
una parte, el de los funcionarios pro-
piamente dichos y sometidos a nor-
mas de Derecho Público; y, por otra,
el de los empleados y trabajadores
sometidos a las disposiciones del De-
recho Laboral. Mientras el número
de funcionarios desciende, el de los
empleados y trabajadores se incre-
menta de manera notable, por lo que
«cada vez que se plantea una reforma
de la Función Pública salta de nuevo
a primer plano la cuestión de la
unificación de ambos sectores y re-
nace la polémica sobre si ello es
posible sin proceder a la modificación
constitucional». Sin embargo, como
puntualiza Montoro Chiner, este pro-
blema de la diferenciación o unifi-
cación del personal público no tiene
trascendencia doctrinal y apenas si
los autores lo abordan científicamen-
te, por lo que cabe afirmar que tiene
más repercusión práctica que teórica
y más eco real que doctrinal.
En el Capítulo V se trazan diver-
sas consideraciones en torno a las
reformas de la Función Pública ale-
mana, a partir de algunos intentos
llevados a cabo en este sentido. Hace
más de diez años el Ministerio del
Interior publicó el resultado de un
Informe, de la Comisión de Estudios
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que debía hacer propuestas reforma-
doras que todavía hoy siguen vigen-
tes. En 1978, por su parte, como «re-
verso de la moneda», el Congreso de
Profesores de Derecho Político cele-
brado en Bonn trató el tema de la
reforma a través de sendas ponencias
de los profesores W. Rudolf y F. Wa-
gener. Y, más recientemente, sectores
cada vez más amplios de la sociedad
alemana vienen pidiendo que la re-
forma administrativa se canalice por
medio de leyes bien hechas, que sean
ejecutables y que reduzcan el grado
de burocratización; al tiempo que se
plantea la necesidad de que los altos
cargos sean ocupados por personas
eficientes y dinámicas, cuya remoción
se produzca cuando sea oportuno o
cuyo mandato tenga una duración
determinada.
El último capítulo, el VI, se en-
frenta a la Función Pública desde el
ángulo de lo que se denomina política
o administración de personal. No bas-
ta una consideración meramente in-
dividualizada de la Función Pública,
con referencia a cada uno de los
miembros que la integran, sino que
es preciso pensar en un tratamiento
más amplio y ambicioso que contem-
ple aquélla bajo el signo económico,
financiero, social, laboral. Y, en cuan-
to a la política de personal propia-
mente dicha, destacan dentro de ella
la estructuración de las carreras ad-
ministrativas, los sistemas de recluta-
miento, las condiciones del perfeccio-
namiento periódico y permanente y,
finalmente, el perfeccionamiento re-
ferido a los funcionarios de los cuer-
pos superiores.
Con todas las aportaciones y suge-
rencias hechas por la autora en su
libro, el lector está en condiciones de
acercarse a la Función Pública ale-
mana y valorar críticamente sus cua-
lidades e imperfecciones. El ejemplo
alemán cobra actualidad si pensamos
en nuestro modelo autonómico de Es-
tado, en el que los problemas de per-
sonal, su gestión y ordenación, tienen
evidentes analogías con el modelo
federal. En este sentido, el trabajo
de Montoro Chiner resulta útil e
ilustrativo para cuantos se preocupan
por la temática funcionarial en Es-
paña y tratan de aportar soluciones
a las muchas interrogantes y a las
muchas disfuncionalidades que, den-
tro de aquélla, hoy se aprecian y de-
nuncian en todos los ambientes.
Vicente M.* GONZÁLEZ-HABA
MORELL OCAÑA, L.: Derecho Adminis-
trativo. Madrid (s. n.), 1987. 3 vols.
Recientemente el Profesor Catedrá-
tico de la Universidad Complutense,
L. Morell Ocaña, ha publicado su
obra Derecho Administrativo, com-
prensiva de tres volúmenes y un to-
tal de 406 páginas el Volumen 1.°,
344 el Volumen 2." y 406 páginas el
Volumen 3."
Los volúmenes están divididos en
lecciones, siendo el Volumen 1.° com-
prensivo de nueve lecciones, el 2.° de
siete y el Volumen 3.° de 18 lecciones.
El contenido material u objetivo
del Volumen 1.° es el de Presupuestos
ideológicos y la concepción de la Ad-
ministración Pública y el Derecho Ad-
ministrativo clásicos. El criterio de
la Administración Pública y el Dere-
cho Administrativo contemporáneos,
las fuentes del Derecho Administrati-
vo y la función del ordenamiento
administrativo en la producción del
Derecho. La actividad normativa de
la Administración; el Reglamento, la
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costumbre y los principios jurídicos
generales en el Derecho Administra-
tivo. La personificación y el otorga-
miento de estatus en el Derecho Ad-
ministrativo. Rasgos de los estatus
de los entes administrativos, el esta-
tus de los entes administrativos. Po-
sición frente a la legalidad: potesta-
des y deberes administrativos. Posi-
ción frente a la justicia, privilegios.
Las entidades que integran la Admi-
nistración Pública: clasificación y ti-
pos básicos. Las distintas situaciones
estatutarias.
En el Volumen 2.° se desarrollan las
materias del derecho a la organiza-
ción administrativa, el personal al
servicio de la Administración Pública,
teoría del dominio público, el patri-
monio privado de la Administración,
el procedimiento administrativo.
Y en el Volumen 3.° se comprenden
las materias de la actividad adminis-
trativa: criterio de clasificación. El
acto administrativo: concepto, ele-
mentos y clases. La eficacia del acto
administrativo. Su revocación. Los
contratos de la Administración, cla-
sificación de los contratos adminis-
trativos. Los contratos administrati-
vos de obras, gestión de servicios
públicos y suministro. La ineficacia
de los actos y contratos administra-
tivos. La actividad administrativa de
ejecución. La responsabilidad de la
Administración Pública. Los recursos
gubernativos, el control jurisdiccional
de la Administración Pública. La ju-
risdicción contencioso-administrativa:
las partes y objeto del proceso. Pro-
cedimiento de primera o única ins-
tancia. La jurisdicción contencioso-
administrativa. Ejecución de senten-
cias. Procedimientos especiales.
La división o clasificación en lec-
ciones de las diversas partes de que
consta el Tratado parece que sea la
finalidad de docencia dirigido al es-
tamento estudiantil.
Ello, empero, se deduce de su am-
plio contenido e inclusión de las di-
versas materias que comprende el
amplio contenido del Derecho Admi-
nistrativo, que nos encontramos ante
un verdadero Tratado de Derecho Ad-
ministrativo, no sólo útil a los docen-
tes que estudian esta materia, sino
para todos cuantos, personas físicas
o estudiantes, sean estudiosos de la
misma en plena vigencia.
Viene a ser, de esta forma, el De-
recho Administrativo del Profesor
Morell Ocaña un auténtico o actuali-
zado libro o Tratado de los que se
van publicando en nuestro país con
posterioridad a la llamada Escuela
de la Administración Pública, de in-
dudable utilidad para los docentes,
muy diretcamente, y para todos cuan-
tos se dediquen a la materia del
Derecho Administrativo y a la Ciencia
de la Administración.
E. CASADO IGLESIAS
QUINTANA LÓPEZ, T.: La repercusión
de las actividades mineras en el
medio ambiente. Su tratamiento ju-
rídico. Madrid, Montecorvo, 1987.
405 págs.
Como en tantos órdenes de la exis-
tencia, la naturaleza tiene dos tipos
de defensores: los que se quedan en
la manifestación airada contra cual-
quier posible amenaza de los ecosis-
temas y los que, desde la serenidad
que da la razón fundada, se valen de
la pluma para, sin estridencias y tras
muchas horas de búsqueda y refle-
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xión, dar a la luz monografías como
la publicada por Tomás Quintana.
En tiempos en los que la demago-
gia es moneda al uso no es difícil
advertir, entre el primer tipo de su-
jetos, paladines del «naturismo» que
truecan las playas en aparcamientos
y vertederos; amantes de los valles
y enemigos de una energía de la que
se valen que sólo buscan indemniza-
ciones repetidas y hasta incluso fer-
vientes tutores de la vida animal
incapaces de esbozar un lamento ante
una masacre terrorista. Afortunada-
mente hablo sólo de una reducida
minoría al lado de cuantos nos com-
placemos ante unos bienes que usu-
fructuamos no sólo por placer, sino
por estricta necesidad.
Justamente ese carácter necesario
de las riquezas terrestres, acuáticas
o atmosféricas puede producir coli-
siones entre los deseos tuitivos del
hombre y los efectos destructivos de
su aprehensión. El profesor Sosa
Wagner, prologuista del libro que
reseñamos, dice, con respecto a la
Provincia de León, en cuya Universi-
dad trabaja el autor, que es zona
donde el enfrentamiento entre el
aprovechamiento minero y la defensa
ambiental se vive «con especial in-
tensidad —y, a veces, dolor—», pues
muchas han sido «las agresiones que
su naturaleza, pródiga y fina, ha pa-
decido por el uso —necesario e ine-
ludible, pero anárquico— de sus en-
trañas».
Tomás Quintana, en una magnífica
obra, derivada de una tesis doctoral
leída en 1986, bajo la dirección del
profesor Sosa, que obtuvo las califi-
caciones superiores en la Universidad
leonesa, aborda sin dogmatismos ni
ideas preestablecidas la conflictiva re-
percusión de las actividades mineras
en el medio ambiente.
A lo largo de cinco capítulos el au-
tor examinará, en primer lugar, la
incardinación de la noción medio-
ambiental en el artículo 45 de la
Constitución española. Para Quintana
López nos hallamos ante una concep-
ción sumamente vinculada a la na-
turaleza y ajena al medio ambiente
humano que más bien parece tener
acomodo en el artículo 46 de la Ley
fundamental, Para el autor resulta
sumamente interesante la noción ita-
liana de «bienes ambientales», pro-
cedente del Informe de la célebre
Comisión Franceschini, constituida
por Ley de 26 de abril de 1964, en
tanto que apoyo, como precedente,
para una protección integral de la
naturaleza.
Delimitado el campo de estudio al
desarrollo industrial y, particular-
mente a las extracciones mineras, el
segundo capítulo, a nuestro juicio su-
mamente ambicioso por su plausible
visión generalizadora, contempla la
deficiente —y parcialmente en desu-
so— previsión restauradora de la le-
gislación minera, y la protección de
aguas, atmósfera y montes al coli-
sionar sus normas sectoriales con la
propia de la minería. Esa sectoriali-
zación, dirá Quintana, no sólo agrava
los males de una escasa normativa
preocupada por el ambiente natural,
sino que, como es bien sabido, ha pro-
piciado con frecuencia conflictos en-
tre las distintas organizaciones admi-
nistrativas concurrentes. Urge, pues,
desde la visión integral de la Cons-
titución procurar tanto la superación
de las visiones parciales como «el
diseño de una adecuada organización
administrativa».
En un tercer capítulo Quintana se
refiere a los instrumentos generales
de protección del medio ambiente y
su aplicación a la minería, en concre-
to, desde el Reglamento de Activida-
des Molestas, Nocivas, Insalubres y
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Peligrosas, pasando por los resarci-
mientos específicos de la legislación
minera y la normativa sobre ordena-
ción del territorio —tantas veces aje-
na a problemas extraedificatorios—
hasta la protección penal del medio
ambiente.
Los dos últimos capítulos se refie-
ren a cuestiones competenciales. El
cuarto estudia la división entre las
facultades estatales y las de las Co-
munidades Autónomas, así como la
participación de los Municipios, mu-
chas veces un tanto desairada en ma-
teria minera. Quintana señala cómo
«es lamentable que una normativa
postconstitucional... haya vuelto a
omitir cualquier intervención muni-
cipal en asuntos como la elaboración
y tramitación del Plan de Restaura-
ción, el seguimiento de las labores
de restauración o la conformidad con
lo realizado». Pero el autor, una vez
más, acude a las facultades genéricas
de la legislación urbanística para
subsanar esta omisión, en tanto no
exista una solución participativa más
correcta con los intereses locales, co-
mo ya ocurre en Cataluña desde la
promulgación de la Ley 12/1981.
El capítulo final examina la inci-
dencia que la entrada de España en
las Comunidades europeas debe tener
en la protección de los espacios na-
turales dañados por las actividades
extractivas, si bien «hasta el momen-
to sólo existen unas mínimas previ-
siones que expresamente se refieren
a la minería. Indirectamente —sigue
Quintana—, sin embargo, una plura-
lidad de normas dictadas sobre los
sectores hídrico, atmosférico, sobre
residuos y relativas al impacto am-
biental repercuten con mayor o me-
nor intensidad sobre la minería y su
influencia en el medio ambiente. No
obstante, aun sin título habilitado
por los Tratados constitutivos de las
Comunidades Europeas, todo parece
apuntar a que el próximo programa
comunitario de protección del medio
ambiente va a reflejar la preocupa-
ción de la Europa comunitaria por
el deterioro del ambiente producido
por la minería». Para mejor funda-
mentación de lo señalado, el autor,
junto a unos magníficos índices ju-
risprudenciales, legales y doctrinales,
nos obsequia con una completa tabla
de disposiciones comunitarias afec-
tantes a su campo de estudio.
El trabajo del Profesor Quintana
López demuestra que la exhaustividad
científica no está reñida con la sen-
sibilidad y el interés por el medio
en que vivimos. Quienes nos honra-
mos con el común magisterio y la
amistad de Tomás Quintana sabemos
desde hace tiempo de su solidez jurí-
dica, de su trabajo y de su brillantez
expositiva. Quienes no tienen esa
suerte, pueden corroborar la certeza
de estos asertos con la mera lectura
del libro reseñado.
Leopoldo TOLIVAR ALAS
SOSA WAGNER, F., y DE MIGUEL GAR-
CÍA, P.: Creación, supresión y altera-
ción de términos municipales. Ma-
drid, IEAL, 1987. 142 págs.
Una visión superficial llevaría a de-
cir que Sosa Wagner y De Miguel han
escrito un importante libro sobre algo
que nadie hace: fusionar Municipios.
Una visión más seria conduce inevi-
tablemente a considerar que los auto-
res han escrito sobre algo que debe
hacerse, una «asignatura pendiente»
en. el Régimen Local español. Cono-
cen muy bien la carga política —en
el sentido más noble de la palabra—
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que conlleva toda «creación, supre-
sión y alteración de términos muni-
cipales», pero el libro elude, con
acierto, este enfoque y se centra en
el estudio jurídico. En el frontispicio
del libro, una cita de Miguel Delibes
(«El disputado voto del señor Cayo»)
reduce a sus justos términos la pro-
blemática política.
El libro tiene tres partes perfecta-
mente diferenciadas y equilibradas
entre sí. El derecho histórico español
contemporáneo (págs. 15 a 57) cons-
tituye la primera, que arranca con el
estudio de la Constitución de 1812
y llega hasta 1936 en una etapa que
se caracterizó por la ausencia de «una
política propiamente dicha sobre la
creación y supresión de Municipios»,
apreciándose «únicamente una serie
de medidas concretas para hacer fren-
te a los problemas que en este campo
la realidad cotidiana presentaba en
cada momento». Este juicio (pág. 41)
serviría también para valorar lo su-
cedido en los últimos años, como
apuntan los autores, al recordar la
práctica inexistencia de «mecanismos
económicos de fomento de fusiones y
agregaciones» a excepción de las tí-
midas y claramente insuficientes téc-
nicas de la Ley 48/1966 que creó el
Fondo Nacional de Haciendas Muni-
cipales, en el que un 8 por 100 se des-
tinaba a subvencionar los movimien-
tos de integración municipal. Sosa y
De Miguel apuestan rotundamente
por la subvención como método con-
tundente para promover las fusiones.
En otro lugar del libro (pág. 102) y
para tranquilizar las eventuales reti-
cencias de alguna Comunidad Autó-
noma recuerdan que la subvención
«no es concepto que delimite compe-
tencias» y no hay, por tanto, que
mostrarse preocupados con el artícu-
lo 13.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril,
Reguladora de las Bases del Régimen
Local.
El régimen jurídico vigente (pági-
nas 57 a 103) es el objeto de estudio
de la segunda parte que se centra
en el artículo 13 de la LRBRL y los
preceptos correspondientes del Texto
Refundido y el Reglamento de Pobla-
ción. Aquí destaca la solidez docu-
mental del análisis de estos preceptos
y el perfecto conocimiento de la rea-
lidad: la legislación y la práctica. El
libro no es, desde luego, un estudio
in vitro. A destacar, también, la crí-
tica al artículo 141.1 de la Constitu-
ción, inédita hasta el momento; los
autores sostienen que el deseo de pro-
teger a la Provincia condujo a un
exceso semántico —llamémoslo así—
en virtud del cual cualquier alteración
de los límites provinciales queda cua-
si petrificado al requerir ley orgánica.
Tan interesante como esta opinión
es la manifestada sobre la Sentencia
del Tribunal Constitucional de 14 de
julio de 1986 («El Condado de Tre-
viño»): Sosa Wagner y De Miguel
consideran que el contencioso entre
las Comunidades Autónomas debió
haber concluido con la remisión a las
Cortes Generales del expediente com-
pleto tramitado en ambas Comunida-
des Autónomas «para que aquéllas
se pronunciaran por medio de la ley
orgánica que se exige en la Consti-
tución» (págs. 99 y 100).
Es de justicia destacar que las opi-
niones y críticas mantenidas por los
autores no contienen en la forma
elemento alguno de polémica. Podrán
ser, por su contenido, polémicas pero
en la forma son sobrias y concisas y
no provocan estériles enfrentamientos
o apasionamientos innecesarios tan
habituales en la conflictividad, casi
endémica, entre Estado-Comunidad
Autónoma-Entidades locales. El libro
es, así, muy gratificante: un poco de
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sosiego en medio de tanta literatura
de «contienda».
La tercera parte del libro se centra
en la experiencia de la República Fe-
deral de Alemania. Es posible que al-
guien pensara ¿y por qué no Francia,
a donde siempre nos hemos mirado?
La respuesta sería sencilla: en 1960
Francia tenía treinta y ocho mil Mu-
nicipios y ahora cuenta con algo más
de treinta y cinco mil; en ese mismo
período la República Federal Alemana
ha pasado de treinta y cuatro mil a
algo más de ocho mil. Es decir, Fran-
cia no tiene experiencia alguna que
aportarnos mientras que la de Ale-
mania es evidente. Lo dicho para
Francia sirve para cualquier otro país
europeo. (Habría que añadir, además,
algo ocioso: nos parecemos bastante
a los landers y muy poco a las re-
gions.) En definitiva, las treinta pá-
ginas dedicadas a Alemania no tienen
la finalidad de demostrar erudición
—que la hay—, sino de mostrar «una
experiencia relevante», casi única en
nuestro Continente, al hilo de la cual
surge otro tema sobre el que el lec-
tor encontrará abundante referencia:
el equilibrio entre la discrecionalidad
de la Administración y el control ju-
risdiccional de los hechos sobre los
que la Administración correspondien-
te actúa y valora para decidir alte-
raciones en los términos.
La reflexión final con la que aca-
ban los autores vuelve a recordar que
esta materia está todavía en el debe
de la acción pública y que el prota-
gonismo corresponde a las Comuni-
dades Autónomas. La nueva legisla-
ción local ha puesto instrumentos ju-
rídicos suficientes en manos de las
Comunidades Autónomas. «Las venta-
jas del modelo descentralizado —con-
cluyen los autores— se ponen así a
prueba, a una prueba de fuego que
implica saber sortear intereses limi-
tados y presiones localistas para tra-
zar una nueva realidad del espacio
municipal acorde con las exigencias
de una Administración local presta-
dora eficaz de servicios».
Javier de la OLIVA SANTOS
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